Carátula 


(Ingresa a Sala el representante del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social da la bienvenida al señor 
Julio Baráibar, Director de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, quien ha concurrido a 
efectos de dar su opinión acerca de la Carpeta N* 1376/2008, que tenemos a estudio, que contiene el 
proyecto de ley sobre “Generación de intereses compensatorios en beneficio de los trabajadores por el no 
pago en fecha de los haberes salariales”. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Agradezco a los señores Senadores por habernos invitado. 


Antes que nada, quiero trasmitir el saludo del señor Ministro Eduardo Bonomi, quien se interesó 
mucho en el tema. El hubiera querido venir, pero lamentablemente no pudo hacerlo. En principio, íbamos a 
concurrir juntos, pero razones de último momento impidieron que así fuera. 


Con respecto al proyecto de ley quiero señalar que, por un lado, somos muy positivos, ya que 
creemos que la problemática que se genera a aquellos trabajadores que no reciben su salario en tiempo y 
forma les ocasiona muchísimos perjuicios. Precisamente, creo que eso es lo que ha movido a los señores 
Senadores a presentar este proyecto de ley, porque el trabajador asume compromisos que tiene que pagar, 
y cuando no lo hace se le generan multas y recargos, y la situación se torna muy comprometida. Esta 
situación nos preocupa mucho -particularmente al señor Ministro, que manifestaba que ese aspecto debía 
figurar en el proyecto de ley-, porque puede haber empresas que no pagan en fecha porque están 
“acogotadas” financieramente -por decirlo en criollo- y tratan de zafar a préstamos que las ahogarían más, 
por lo que si uno cierra esa posible válvula, tal vez ayude a provocar una discontinuidad de la actividad. 


Somos conscientes de que si deben elegir entre salario y empleo, los trabajadores siempre elijen 
el empleo. Esto marca la ambivalencia de la situación. 


La primera reacción es pensar que el proyecto es fantástico porque soluciona la problemática 
que sufren muchos trabajadores. Seguramente hay muchas empresas que lo hacen un poco 
inconscientemente, porque no son protectoras de su mayor capital, que son los trabajadores; pero no 
siempre es así. Estoy pensando, por ejemplo, en la situación de nuestro sistema mutual, en las 
instituciones de asistencia médica colectiva. Mi señora es médica de Casa Galicia, que en este momento le 
debe $ 500.000 de salarios, porque se fue atrasando; el asunto logró frenarse y comenzaron a pagar “en 
tiempo y forma”, lo que significa el día 30 del otro mes, pero eso no importa sabiendo que todos los meses 
cobran. Pero aún le deben $ 500.000, cuando su sueldo es de $ 35.000 por mes, lo que es bueno aclarar, 
porque sabido es que los médicos tienen diferentes salarios. Hablo del caso de mi esposa, pero hay una 
gran cantidad de trabajadores que viven esta situación. Si este proyecto se transformara en ley, 
seguramente las empresas buscarán la solución por otro lado; actualmente prefieren pagar a UTE, porque 
si no lo hacen las multas son terribles y además les pueden cortar el suministro. 


Soy un atrevido con todo lo que digo, y supongo que los señores Senadores deben haber 
discutido muchísimo este tema, pero pienso que debería haber alguna cláusula que contemplara la 
posibilidad de que los trabajadores acuerden, o algo por el estilo. 


SEÑOR GALLINAL.- No creo que el doctor Ermida Uriarte esté de acuerdo. 
SEÑOR BARÁIBAR.- En muchos aspectos coincido con la posición del doctor Ermida Uriarte. 


SEÑOR RÍOS.- ¿Se refiere a una cláusula de salvaguarda para situaciones excepcionales, para evitar que 
el remedio pase a ser una enfermedad? ¿Ese es el concepto? 


SEÑOR BARÁIBAR.- Insisto en que tengo dos visiones sobre este asunto. Por lo que dicen los señores 
Senadores, estaba en una línea bastante cercana a la del doctor Ermida Uriarte, pero quien me planteó un 
par de temas que me descolocaron fue el señor Ministro Bonomi, a propósito de su propia experiencia 
laboral -según me comentó- en la Cooperativa Obrera Promopes, que tenía un serio problema. 


Vuelvo a reiterar que tengo dos visiones del tema, porque pienso que este proyecto, 
transformado en ley, realmente puede solucionar un problema muy serio para algunos trabajadores, 
teniendo en cuenta que las multas y recargos que se les aplica por su morosidad les significa una rebaja 
salarial por la pérdida de un porcentaje de sus haberes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LORIER.- Antes que nada, deseo aclarar que para nosotros es un placer recibir al señor Director 
Nacional de Trabajo. 


Por un lado, pienso que es bueno diferenciar a aquellas empresas que, de manera intencionada, 
hacen un uso indebido del dinero de los trabajadores porque, como bien decía el doctor Ermida Uriarte, es 
el más barato que pueden conseguir en plaza. Se trata de un fenómeno que sabemos existe desde 
siempre en la realidad económica uruguaya, y no de un problema que tengamos que vincular 
exclusivamente a una crisis especial, ya que inclusive existe en los momentos de boom, pues algunos 
empresarios utilizan ese dinero regalado para incrementar sus ganancias. 


Por otra parte, hay un aspecto muy interesante que mencionó el doctor Ermida Uriarte, que es el 
hecho de que el trabajo es el único derecho que tiene una protección especial en la Constitución. En ese 
plano, pues, cabe la reflexión de que en momentos de crisis, para las empresas que realmente tengan 
problemas -no aquellas que son estafadoras indirectas de sus trabajadores y del Estado- debe haber una 
solución integral de la que participe el Estado. Evidentemente, el trabajador, por ser la parte más débil, 
debe tener una protección especial, tal como lo subrayó en varias oportunidades el doctor Ermida, en 
función de lo que establece el artículo 53 de la Constitución. Recién comentábamos que al día siguiente de 
la fecha de vencimiento de la factura, UTE -que no es la parte más débil- cobra un 20% de recargo al 
usuario que no paga, y OSE hace lo propio; el conjunto de los organismos públicos aplican esas medidas. 
Los trabajadores son seres humanos y deben tener una protección especial, por lo que creo que debemos 
ir a soluciones globales en las que el Estado también aporte lo suyo a los efectos de que no se corte el hilo 
por el lado más fino. 


No podemos ingresar en el tema del empleo y el salario, porque podemos encontrar empleos sin 
salarios. Esa es la realidad, porque hay quienes aceptan no cobrar para mantener su fuente laboral, 
llegando a plantearse deudas como las que se mencionaban recién, que son realmente insostenibles, y 
que quizás se soporten porque la otra parte puede hacerlo o porque, milagrosamente, tiene dos o tres 
trabajos y no viva como un ser humano. 


Creo que aquí hay que hacer un abordaje integral, mediante el cual, en situaciones de verdadera 
crisis, colaboren nuestras empresas públicas, así como los distintos instrumentos estatales que tenemos. 
Aclaro que no me refiero a ayudar a quienes en la vida del país han utilizado sistemáticamente el no pago 
de salarios en tiempo y forma para obtener ganancias especiales, pues es el dinero más barato que se 
puede conseguir en plaza. 


SEÑOR RÍOS.- Cuando nosotros consultamos a los compañeros e hicimos un ambicioso borrador del 
proyecto de ley, no partimos del Derecho Laboral teórico. Las normas de Derecho Laboral y su estudio 
académico son algo fantástico -es más: yo me he especializado en eso-, pero he observado que muchas 
de ellas, que son muy buenas y equilibradas, por tener redacciones que no concuerdan con la realidad 
existente a veces dejan de aplicarse y quedan en el cuarto del olvido. Entonces, nuestra intención en este 
caso fue buscar una norma que estableciera la sanción al empleador que no cumple, que beneficiara al 


empleador que cumple -que nunca es beneficiado- y que, además, fuera aplicable a la realidad, tomando 
incluso situaciones de la vida. Las normas jurídicas regulan hechos de la vida; capaz que las enseñamos 
en Facultad y nunca más las volvemos a aplicar y, en ese caso, el objetivo tutelado no es el que deseamos. 
Entonces, debemos ser lo suficientemente flexibles como para saber que si queremos un objetivo 
realizable, tenemos que atender situaciones de la realidad que, aunque no nos gusten, debemos abarcar y 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social deberá tener en cuenta. De lo contrario, la ley no se podrá 
aplicar. Una ley que no se aplica por una situación de la realidad, se desprestigia y pierde su valor; aparece 
así el peor Legislador, el que hace una ley que luego no sirve para nada. Por eso pienso que debemos dar 
a la ley -y acepto la sugerencia- un principio de realidad, de “cable a tierra” complementario del concepto 
originario, y llamo así a la realidad cotidiana que se vive en las relaciones laborales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la comparecencia del señor Director de Trabajo, Julio Baráibar. Lo 
que ha expuesto formará parte del análisis del proyecto de ley por parte de la Comisión. 


SEÑOR LORIER.- Creo que podríamos hacer llegar al señor Director de Trabajo los conceptos que vertió 
aquí en el día de hoy el doctor Ermida Uriarte, dado que su exposición fue muy clara y precisa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así se hará. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Agradezco a la Comisión el haberme recibido y espero que, a pesar de mi 
ambivalencia, de todos modos haya aportado algo a este análisis. 


(Se retira de Sala el señor Director de Trabajo, Julio Baráibar) 
(Ingresan a Sala representantes de la Cámara Nacional de Comercio) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión tiene el agrado de recibir al doctor Juan Mailhos y al señor Pier 
Pochintesta, quienes vienen en representación de la Cámara Nacional de Comercio para considerar el 
proyecto denominado “Generación de intereses compensatorios por el no pago en fecha de los haberes 
salariales”. 


Les cedemos gustosamente la palabra. 


SEÑOR MAILHOS..- En primer lugar, quisiera agradecer a los miembros de la Comisión por esta invitación. 
Recibimos la convocatoria el día viernes e hicimos un análisis del proyecto de ley que, si bien consta de 
pocos artículos, es de una importancia sustancial. Concurrimos con gusto a dar nuestra opinión, en el 
entendido de que se trata de formular algunas consideraciones preliminares, dado el escaso tiempo del que 
dispusimos del lunes hasta ahora. De todos modos, luego de un período de mayor reflexión, quizás en los 
próximos días podamos enviar algún memorándum. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tal como hemos hecho en otros casos, podríamos proporcionar a la Cámara 
Nacional de Comercio las versiones taquigráficas de las comparecencias del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y del doctor Ermida Uriarte, para que conozcan las distintas opiniones, luego de lo cual 
podrían enviarnos un memorándum. 


SEÑOR MAILHOS.- Lo agradeceríamos mucho, porque en ese caso podríamos hacer algunas 
consideraciones más reflexivas sobre el tema, que tiene urgencia tanto para los señores Senadores como 
para nosotros. 


Como dije, analizamos el proyecto de ley y somos conocedores de la vieja prédica de la Cátedra 
de Derecho Laboral en el sentido de establecer que los créditos laborales son los más baratos para el 


sector empresarial. También somos conocedores de la prédica de la Cátedra de Derecho Laboral acerca de 
la necesidad de la abreviación del juicio laboral, y si bien respetamos mucho esas opiniones, en ninguno de 
los dos casos las compartimos. 


El tema que en el día de hoy nos ocupa es la posibilidad de establecer generación de intereses 
compensatorios en caso de atraso en el pago de los salarios. Reconocemos que esta iniciativa se enmarca 
en un período bastante especial de la vida del país y, fundamentalmente, de la situación de las empresas y 
del empleo en general, tanto actual como de un futuro inmediato. Por lo tanto, en principio, no nos parece 
muy adecuado avanzar en el sistema vigente en el país. 


En efecto, tenemos un régimen general que establece algunas situaciones. Por ejemplo, para el 
caso de que el empleador no pague sus haberes salariales, se prevé la aplicación de las multas 
respectivas -fijadas por la Inspección General del Trabajo-, además de los ajustes de actualización, 
determinados por el Decreto-Ley N* 14.500, cuando los mismos sean reclamados en juicio. Avanzar sobre 
esta situación, a nuestro juicio, agregaría un elemento adicional de rigidez -en este caso para las 
empresas-, que entendemos no sería el más conveniente. 


En realidad, estas consideraciones no tienen otra connotación que las de tipo totalmente 
subjetivo y de conveniencia. Sin embargo, más allá del tema de los intereses compensatorios, que se rigen 
por una tasa -quizá sobre este punto podemos realizar algunos comentarios, porque el empleo tiene un 
valor social y, de pronto, se mide con una tasa fijada para otras obligaciones-, nos preocupan algunos 
aspectos referidos en el artículo 3 del proyecto de ley, que hace referencia a la posibilidad de establecer 
un título ejecutivo en beneficio del trabajador. Si bien esto ha sido establecido en leyes anteriores, hay un 
aspecto que a nuestro juicio perjudica un poco más la situación respecto al “statu quo” anterior. 
Concretamente, me refiero a que en este caso el título ejecutivo se hace, exclusivamente, a solicitud del 
trabajador; se elimina la referencia a la comprobación de la mora del empresario. Nos parece que esto 
puede ser fuente de algunas dificultades en el futuro, porque muchas veces el trabajador, aun sin tener 
demasiados conocimientos de sus derechos, puede llevar a cabo denuncias que no se ajusten a la 
realidad. 


Por lo demás, el procedimiento que se hace ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no 
prevé la comprobación de esta situación de atraso del empresario; si lo hiciera, y el empresario fuera 
convocado, implicaría que tanto él como el trabajador, entre otros, deberían concurrir a la Inspección 
General del Trabajo. Toda esta “gimnasia” complicada de concurrencia ante el Ministerio para comprobar la 
situación de atraso y demás, a nuestro juicio no estaría generando certidumbre jurídica para el empresario 
ni para el trabajador, que luego vería frustrados algunos de sus derechos en las vías ulteriores. 


Además, este procedimiento estaría dejando sin efecto, en principio, la conciliación previa ante la 
Inspección General del Trabajo, porque si con esto se logra el título ejecutivo, el empresario podría ser 
directamente ejecutado en sede judicial. En función de esto, nos parece que el proyecto de ley debería 
incluir, entre las condiciones necesarias para que este título ejecutivo pueda ser ejecutado, la concurrencia, 
con el régimen general de conciliación, ante la División de Conflictos Individuales de Trabajo. 


Todos sabemos que existen sanciones administrativas para el caso de que un empresario no 
pague en tiempo y forma los haberes salariales. En tanto esas sanciones económicas -esas multas que se 
fijan en sede administrativa- son importantes, de bastante enjundia, entendemos que podría establecerse 
alguna posibilidad de resarcimiento para el trabajador que denuncia los hechos, así como en otros casos la 
multa lo podría beneficiar. 


En definitiva, en función de la especial situación de crisis y de dificultades de empleo que 
atraviesa el país, consideramos que una disposición de esta naturaleza puede generar inconvenientes 
adicionales a los que ya tenemos. 


Por último, quiero referirme a dos aspectos muy concretos. El Decreto-Ley N* 14.500, referido a 
la actualización de obligaciones, establece, a través de sus artículos 3% y 9%, la posibilidad de fijar 
regímenes distintos. Nos parece que esa podría ser una norma que flexibilice y permita, en este juego de 
comunión de intereses, soluciones diferentes a las que se establecen en el proyecto de ley, adaptándose 
mucho más a la realidad de los sectores y de las empresas. 


Otro aspecto que deseo destacar tiene que ver con la necesidad de dejar bien en claro que la 
norma no se aplica hacia el pasado, sino solamente hacia el futuro, excluyéndose los procesos laborales 
en trámite. 


En concreto, en caso de insistirse con este proyecto de ley, estos dos elementos podrían 
mejorarlo. 


Deseo volver a destacar que estas reflexiones son de carácter preliminar y que, si nos hacen 
llegar las versiones taquigráficas, con gusto emitiremos una opinión más profunda y fundada. 


SEÑOR RÍOS.- Agradezco a los representantes de la Cámara de Comercio su presencia en esta Comisión. 


Pienso que es bueno aclarar dos o tres aspectos que quizás puedan dar lugar a confusión. Sé 
que la intención de la Cámara de Comercio no es que, en este momento especial de crisis, el trabajador 
sea quien pague las consecuencias. Insisto en este aspecto porque tal vez puede no haber quedado muy 
claro en la exposición. 


Para nosotros sería muy importante contar con elementos instrumentales de seguridad jurídica 
para el empleador y para el trabajador que no cobra su salario en fecha. Cuando presentamos este 
proyecto de ley pensamos en la competencia desleal que se da entre el empleador que paga y el que no lo 
hace. Dada la profundidad del asunto, les solicitaría, si fueran tan amables, que nos ayudaran. Sería 
enriquecedor saber cuáles son, a criterio de la Cámara de Comercio, los instrumentos que nos permitirían 
llegar al objetivo, partiendo de la seguridad jurídica -dejando la crisis un poco de lado- y buscando los 
elementos que tuvieran vida. Conociendo desde hace tantos años a los colegas que forman parte de esta 
Comisión, así como a los integrantes de la Cámara de Comercio, sabemos que no apañaron ni apañarán 
nunca a nadie que no pague los sueldos. Busquemos entonces los elementos que nos permitan llegar al 
mismo objetivo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solamente quería agregar que recién estamos comenzando el estudio de este 
proyecto de ley. Como ustedes leerán luego en las versiones taquigráficas, existe una posición bastante 
clara de la Cátedra de Derecho de la Facultad de Derecho, y también una preocupación del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social en lo que refiere a esa rigidez que recién mencionaba el señor representante de 
la Cámara de Comercio, por cuanto puede haber dificultades puntuales -no solo en este momento, sino 
incluso en etapas anteriores- por las que ciertas empresas acuerdan con sus trabajadores, colectivamente, 
una postergación del pago del salario por equis plazo. ¿Cómo instrumentar esto sin ir en desmedro del 
derecho general que tiene el trabajador a cobrar su salario en tiempo y forma, para no ser luego objeto de 
recargos y moras por parte de sus acreedores, por servicios públicos y demás? Este tema está sobre la 
mesa y seguramente puede haber más de una opinión. 


No hay dudas de que si se hiciera efectivo este proyecto de ley estaríamos ante convenios 
colectivos, nunca a nivel individual, porque hay una diferencia notoria en el nivel negociador. Si bien se 
maneja la posibilidad de que existan excepciones -más allá del momento, que puede ser objeto de 
polémica-, la idea surgió porque ha habido casos concretos. En el Senado se han presentado casos -como, 
por ejemplo, el del sistema mutual- donde existen convenios por los que se postergan determinados pagos, 
y no se ponen en tela de juicio los derechos globales de los trabajadores en general sino que se convienen 
puntualmente. En ese sentido no existe ninguna propuesta de redacción pero, insisto, me interesa que 
sepan que el tema está sobre la mesa. 


SEÑOR MAILHOS.- Quisiera formular dos consideraciones respecto a las manifestaciones del señor 
Senador Ríos, que comparto totalmente. 


A nosotros muchas veces se nos hace difícil manifestar opinión sabiendo que alguien puede 
hacer una lectura un tanto distraída. No estamos hablando de perjudicar los derechos de los trabajadores, 
de que se hagan cargo de la crisis, ni estamos haciendo énfasis en ella; eso es harina de otro costal. Es un 
hecho de la realidad que el Parlamento se encuentra inmerso en el estudio de un proyecto de ley que debe 
tener carácter de generalidad, aunque también debe manejar la posibilidad de contemplar situaciones 
especiales. Este proyecto de ley no considera motivaciones, reincidencias, mala fe, al empresario que se 
va, al que se queda, ni la competencia desleal con empresarios formales ni con otros que no lo son tanto. 
Tenemos la constante preocupación de no ampliar aún más la brecha que distancia a un sector del otro, 
porque le estamos dando una ventaja competitiva a ese sector y fomentando, en definitiva, un ámbito en el 
cual no entra Baráibar, la Cámara de Comercio, el PIT-CNT ni nadie. Ese es el problema. 


Levanto el guante con respecto a la inquietud que tienen los señores Senadores y nos 
comprometemos a estudiar el tema. Creemos que la negociación colectiva puede ser un mecanismo bueno 
para dar una solución en este sentido y tal vez sea por ese camino que encontremos la salida para 
establecer algunas condicionantes. A nuestro juicio, no bastaría con que el ámbito de negociación fueran 
solamente los Consejos de Salarios; necesitaríamos que la empresa tuviera que cumplir con dos o tres 
requisitos para poder hacer la solicitud y -si acredita determinados extremos- que ésta le sea otorgada. En 
los Consejos de Salarios no solamente se está negociando con el sector sindical de las empresas, sino que 
muchas veces también interviene la dirigencia sindical central, así como la competencia de aquella 
empresa que está solicitando el descuelgue o, en este caso, un beneficio como el de pagar fuera de fecha. 
Creo que no se debería adoptar un sistema sin prever que en algún caso pueda no ser operativo. 


Reitero que estamos de acuerdo con la negociación colectiva, pero habría que prever la 
existencia de algunas condiciones mínimas, porque tampoco tendría sentido que la empresa pidiera 
determinados requisitos y despidiera al trabajador. Creo que tendrían que plantearse algunos reaseguros 
que se enmarcaran en la misma línea, protegiendo no sólo el crédito impago, sino también el empleo, que 
muchas veces tiene mayor valor que un episodio puntual de atraso en un pago. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A la luz de los puntos que nos han planteado, nos gustaría que una vez que 
examinen el proyecto tal como está redactado -en lo personal reconozco que no había pensado, por 
ejemplo, en el tema de la consignación, que aparentemente estaría excluido de esto- nos envíen, si lo 
estiman pertinente, alguna redacción alternativa, porque facilitaría mucho nuestro trabajo posterior. 


SEÑOR VAILLANT.- Quiero reafirmar lo que acaba de plantear la señora Presidenta y confirmar algo que 
seguramente habrán constatado en esta sesión. Es nuestro ánimo comprender alguno de los aspectos que 
ustedes han mencionado, y cuando lean la versión taquigráfica de esta sesión lo podrán corroborar. Quiero 
subrayar que la Comisión está abierta para mejorar esta iniciativa. Mas allá de la coyuntura por la que se 
está atravesando, pensamos que este proyecto es bueno y necesario, aunque también comprendemos que 
puede tener efectos secundarios no queridos, que queremos tratar de prever. Pensamos que nuestros 
visitantes están en mejores condiciones de detectar los perjuicios que se pueden ocasionar y esperamos 
que nos ayuden a corregirlos. 


SEÑOR MAILHOS.- Les agradecemos por habernos recibido, y señalamos que nosotros también estamos 
abiertos a estudiar este tema. En cierto sentido, un proyecto de estas características termina premiando a 
quien hace el esfuerzo y paga en fecha. 


Si la Comisión nos hace llegar la versión taquigráfica de la sesión, nos comprometemos a 
enviarles nuestras apreciaciones definitivas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 50 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


